STJSL-S.J. – S.D. Nº  154 /14.-

---En la Ciudad de San Luis, a veintiún días de noviembre de dos mil catorce, se reúnen en Audiencia Pública los Sres. Ministros OSCAR EDUARDO GATICA, OMAR ESTEBAN URIA y HORACIO G. ZAVALA RODRIGUEZ - Ausente en este acto el Dr. FLORENCIO DAMIAN RUBIO, por encontrase en uso de Licencia - Miembros del SUPERIOR TRIBUNAL DE JUSTICIA, para dictar  sentencia en los autos: “ALBAMONTE DE AGUILERA, ANA RAQUEL c/ SUCESION DE VICENTE IBARRA y/o SUS HEREDEROS s/ DIVISION DE CONDOMINIO - RECURSO DE CASACION” - IURIX Nº 216515/11. 
Conforme al sorteo practicado oportunamente con arreglo a lo que dispone el artículo 268 del Código Procesal Civil y Comercial, se procede a la votación en el siguiente orden: Dres OSCAR EDUARDO GATICA, HORACIO G. ZAVALA RODRIGUEZ  y  OMAR ESTEBAN URIA.-
Las cuestiones formuladas y sometidas a decisión del Tribunal son:

I) ¿Es formalmente procedente el Recurso de Casación?

II) ¿Existe en la sentencia recurrida alguna de las causales enumeradas en el art. 287 del C.P.C. y C.?

III) Caso afirmativo de la cuestión anterior, ¿Cuál es la ley a aplicarse o la interpretación que debe hacerse de la ley en el caso en estudio?

IV) ¿Qué resolución corresponde dar al caso en estudio?

V) ¿Cuál sobre las costas? 
A LA PRIMERA CUESTION el Dr. OSCAR EDUARDO GATICA Dijo: 1) Que a fs. 50 el apoderado de la parte actora Dr. Jorge Ramiro Ramallo, interpone recurso de casación, el que es fundado a fs. 51/55 y vta., contra el Auto Interlocutorio Nº 92 de fecha 25/04/13 dictado por la Excma. Cámara de Apelaciones en lo Civil Comercial y Minas Nº 2 de la Segunda Circunscripción Judicial, obrante a fs. 48/49 y vta. de autos, que resuelve confirmar el decreto de fs. 28 y en consecuencia no imprimir trámite a la acción, hasta tanto no se abone el impuesto inmobiliario adeudado. Asimismo, el auto interlocutorio dispone, oportunamente, la retención para los condóminos como partes de la misma masa, del importe abonado por la actora, deducido del precio de venta, del inmueble en cuestión, en subasta pública y distribuida en forma proporcional a su derecho, imponiendo las costas por su orden. 

Analizadas las constancias de la causa, surge que el presente recurso ha sido interpuesto y fundado en término  y ataca una sentencia asimilable a definitiva, ya que si bien no pone fin al proceso, hace imposible su continuación. Con respecto al depósito judicial, que establece el art. 290 del C.P.C. y C., a fs. 57/58 vta. de autos, obra copia certificada de la Sentencia Nº 97 de fecha 10/04/13, dictada en autos: “ALBAMONTE ANA RAQUEL - BENEFICIO DE LITIGAR SIN GASTOS” (Expte. Nº 216511/11), por el Juzgado en lo Civil Comercial y Minas Nº 3 de la 2º Circunscripción Judicial, que concede a la parte actora el beneficio de litigar sin gastos, por lo que la misma se encuentra eximida del pago del mismo. 

En consecuencia, debe considerarse, en este estudio preliminar y en mérito a lo dispuesto por el inc. a) del Art. 301 del código de rito, que el recurso articulado deviene formalmente admisible. 

Por ello, VOTO a esta PRIMERA CUESTIÓN por la AFIRMATIVA.
Los Señores Ministros Dres. HORACIO G. ZAVALA RODRIGUEZ y OMAR ESTEBAN URÍA comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. OSCAR EDUARDO GATICA y votan en igual sentido a esta PRIMERA CUESTIÓN.-
A LA SEGUNDA y TERCERA CUESTION el Dr. OSCAR EDUARDO GATICA Dijo: 1) El recurrente sostiene que estamos frente a un conflicto entre un poder del Estado, el Ejecutivo, del cual depende la Dirección Provincial de Rentas, y un contribuyente que quiere pagar sus impuestos, debiendo, en consecuencia resolver el diferendo, el otro Poder del estado facultado constitucionalmente para tomar una decisión. Agrega que la contribuyente se encuentra impedida de abonar gastos y costas, con beneficio de litigar sin gastos, conexo al presente caratulado: “ALBAMONTE ANA RAQUEL  s/ BENEFICIO DE LITIGAR SIN GASTOS” (IURIX Nº 216511/11), jubilada y de escasos recursos, que demanda la división de condominio y venta judicial, para abonar los impuestos, y por el otro lado aparece la DPIP que no presta conformidad a la tramitación de la causa, porque dice que el art. 39 del C. Tributario impide al Juez proseguir, si previamente no se abonan los mismos. 

Manifiesta que la oposición es inválida por cuanto el producido queda a la orden judicial, o sea, en el propio Estado, y oportunamente el Juez, previo a la distribución, deberá librar cheque de los impuestos devengados o que se adeuden o que liquide la DPIP.

Luego de referirse a las cuestiones formales del recurso, en el punto V.-PRIMER AGRAVIO-ABSURDO, sostiene que el considerando Punto III) del fallo impugnado (2º y 3º párrafo), menciona doctrinariamente que existen dos teorías en la aplicación del beneficio de litigar sin gastos, sin definir cuál es la aplicación que corresponde darle al instituto en el caso, que el fallo niega el acceso a la Jurisdicción, no permite el acceso a la causa y afecta los derechos de igualdad y de defensa en juicio, que dice proteger, y que lleva mas de dos años sin poder iniciar el trámite, con un desgaste jurisdiccional inútil sin contraparte, pleiteando contra la DPIP para pagar el impuesto inmobiliario. 

Como segundo agravio, sostiene que el Tribunal no aplicó o mal interpretó los arts. 28, 38 y 166 del Cód. Tributario Provincial, que hablan de la responsabilidad de los jueces en materia tributaria. Que la primera norma citada imputa a los Magistrados, que son responsables del cumplimiento de las obligaciones tributarias, vinculadas a los actos que autoricen en el ejercicio de sus funciones, a cuyo fin están facultados para RETENER o REQUERIR, de los contribuyentes los fondos necesarios, y que en el caso se ignora esta norma por cuanto los Jueces esquivan dicha responsabilidad, no reteniendo lo que deben retener y no permitiendo o el acceso a la Justicia para hacerse de los fondos. 
Como tercer agravio, manifiesta que se han violado también los arts. 16, 35, 43 y 210 de la Constitución Provincial, que no son normas de forma, ni error in procedendo, ni divergencia de interpretación probatoria. Formula reserva de caso federal.  

2) A fs. 82/88 y vta., contesta vista la Dirección Provincial de Ingresos Públicos. 

3) A fs. 90/91 obra dictamen del Sr. Procurador General que se expide por el rechazo del recurso por los fundamentos que expone, dictamen al que remitimos en honor a la brevedad.    

4) Adelanto desde ya que comparto y hago mío el dictamen del Sr. Procurador General,  por lo que el recurso de casación debe rechazarse por improcedente, confirmando el  Auto Interlocutorio Nº 92 impugnado. 

La concesión del beneficio de litigar sin gastos implica la exención de pago de las costas y gastos judiciales, a partir de la fecha de interposición del mismo, y no tiene efecto retroactivo, según reiterada jurisprudencia de este Alto Cuerpo. Así lo establece expresamente el art. 84 del C.P.C. y C., en su último párrafo: “La concesión del beneficio no tendrá efectos retroactivos, en relación a actos procesales anteriores a la solicitud.”. 
A su vez, el beneficio de litigar sin gastos no comprende los impuestos y tasas del inmueble objeto de la litis adeudada (en este caso, impuesto inmobiliario), al momento de interposición de la demanda, porque su alcance es diferente: comprende tanto pago de impuestos y sellados de actuación, como las costas del proceso. 

Al respecto, el art. 28 del Código Tributario Provincial establece: “Los funcionarios públicos, magistrados y escribanos de Registro, son responsables del cumplimiento de las obligaciones tributarias vinculadas a los actos que autoricen en el ejercicio de sus respectivas funciones, a cuyo fin están facultados para retener o requerir de los contribuyentes o responsables los fondos necesarios.” A su vez, el art. 166 de dicho cuerpo legal dispone: “Los funcionarios y magistrados a que se refieren los Artículos 164 y 165 en su calidad de agentes de percepción y retención del impuesto y sus accesorios  responden solidariamente por la deuda tributaria en concepto de impuesto, su actualización, intereses, recargos y multas, cuando por incumplimiento de los citados Artículos o de los deberes inherentes a su cargo, no sea satisfecho el crédito fiscal.”
Este Superior Tribunal de Justicia, en autos: “Parisi Aldo Luis c/ Superior Gobierno la Pcia. de San Luis – Demanda p/ Daños y Perjuicios”, STJSL-S.J. Nº 128/09,  del 27–03-2009,  dijo respecto a la irretroactividad del beneficio que: “Así también ha sido entendido por la doctrina y la jurisprudencia nacional, en la inteligencia de que los efectos de la declaración se retrotraen al tiempo de iniciar los trámites del incidente, sin embargo no alcanzan a los gastos generados en actuaciones anteriores” (Cfr. FERNANDEZ, Raúl en Comentario al art. 107, en VENICA, Oscar H., Código Procesal Civil y Comercial de la Provincia de Córdoba, Lerner, Cba., 1997, T.I, p. 326).

En autos “LUJAN WILLIAMS AUTOMOTORES S.A. – CONCURSO PREVENTIVO  c/ FORD ARGENTINA S.C.A. y/o PLAN OVALO S.A. DE AHORRO PARA FINES DETERMINADOS s/ MEDIDA AUTOSATISFACTIVA – AVOCAMIENTO DIRECTO”, Expte. Nº 19 -L-2003;  por STJSL-S.J. N° 705/08 de fecha 26/11/08 se sostuvo que: “En primer lugar, el art. 39 del Código Tributario que veda a los magistrados "dar curso a tramitación alguna sin que previamente se abonen las tasas retributivas de servicios que correspondan". Luego y específicamente referida a las tasas judiciales, el art. 284 del mismo Código que dispone: "No se dará curso a trámite o escrito judicial alguno, mientras no se acredite debidamente el pago de la tasa y/o multa correspondiente...". Y el art. 286: "Será responsabilidad del Juez y del Secretario velar por el cumplimiento de las disposiciones que obliguen al pago de las tasas, actualizaciones, intereses y multas establecidas en las leyes respectivas...". Por último no pueden obviarse los arts. 28 y 29 siempre del Código Tributario, que obligan solidariamente a funcionarios y magistrados.”
“En “Paloika David c/ Provincia de Buenos Aires y otra” de fecha 26/03/91 la Corte Suprema de Justicia dijo: “....- 2°) Que, si bien el beneficio puede solicitarse en cualquier estado del proceso, no corresponde perder de vista la ratio legis que otorga fundamento a las previsiones de los artículos 78 y siguientes del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.- ...- 4°) Que dicha razón legal sería totalmente desbordada si se otorgase al instituto, incluso al beneficio provisional que contempla el artículo 81 del ritual, efectos retroactivos a la fecha de su interposición. Cabe partir de la presunción en virtud de la cual, hasta el momento en que se lo planteó se contaba con los bienes necesarios para ejercer el derecho de defensa en juicio como efectivamente se lo ejerció. ....- El hecho de que el artículo 78 del código de rito disponga que puede solicitarse en cualquier estado del proceso, no significa que pueda ser invocado –hacia el pasado- por quién ha tenido la debida defensa....”.- (Ver: Fallos: 314:145).

En conclusión, de la lectura de los fundamentos esgrimidos, se observa que el recurrente no logra demostrar en el fallo que cuestiona, el error en la aplicación de las normas del Cód. Tributario que cita, o una errónea interpretación de las mismas. Se ha sostenido que: 

“La Corte Suprema de Justicia de la Nación expresamente ha admitido la validez constitucional del pago previo de los tributos y recargo pertinentes, como requisito la intervención Judicial (C. S. J. N., 12/06/63, fallos: 256:38; id. 1961, fallos: 250; 208). Admitió la salvedad en supuestos de monto excepcional y de falta comprobada e inculpable de los medios pertinentes para afrontar la erogación. Que es indudable que la autoridad de aplicación de la tasa proporcional de Justicia es la D. G. R. de la Provincia correspondiendo los Jueces el contralor de los requisitos tributarios no dando curso a los expedientes escritos que carezcan de los requisitos tributarios (art. 99 Ley 5121), por tanto es ajustada a derecho y deviene de la Ley lo dispuesto por la providencia impugnada, al expresar que en caso de incumplimiento dentro del plazo de 24hs. no considerará la presentación del ejecutado.” (Cfr. Signus Electrónica S.A. c/ Martínez Luis Alberto s/ cobro de pesos, fecha 21/08/96, Cámara Civil de la ciudad de Tucumán Sala II, Fuente: Dirección de Informática Jurídica del Poder Judicial de Tucumán. Cita: RC J 3966/10, en http://www.rubinzal.com.ar, acceso 19/08/14). 

Que respecto al medio impugnaticio intentado, cabe señalar que una de las características típicas de la casación es que sólo tiene viabilidad, en el caso que exista, un “motivo legal (causal); por ende no es suficiente el simple interés, el agravio, sino que se precisa que el defecto o error que se le imputa al decisorio recurrido esté expresamente tipificado, objetivado, por ley. Por ello puede acotarse que su objeto es de delimitación restringida, pues está ceñido por dos elementos fundamentales, a saber: a) debe tratarse de una misma cuestión sobre la que versa el proceso principal, como sucede en todo recurso; b) siendo esa vía extraordinaria, no puede referirse a la integridad del asunto ventilado en el juicio, vale decir que es preciso realizar una delimitación del tema recursivo” (Cfr. Juan Carlos Hitters, “Técnica de los Recursos Extraordinarios y de la Casación” 2ª. Ed, pág. 213; STJSL. “Chávez Mirta Nora c/ Obra Social Personal De Ind. Químicas y Petroquímicas  s/ Cobro De Pesos - Recurso De Casación”, 29-11-2007).

Es criterio de este Alto Cuerpo, que “Si de la lectura del recurso de casación se advierte que se plantean cuestiones de naturaleza esencialmente probatoria; estas son ajenas a la Casación según pacífico criterio de este Alto Cuerpo, puesto que la finalidad institucional de este carril impugnatorio busca el cumplimiento de la ley, la unificación de la interpretación del derecho y por ende debe aprehender los hechos como vienen relatados por los jueces de grado. La casación no es una tercera instancia y no está en la esfera de sus poderes valorar la prueba, ni juzgar los motivos que formaron la convicción de la Cámara por que este recurso se concede solamente contra la sentencia cuya injusticia provenga de un error de derecho, excluyendo el error de la determinación de las circunstancias de hecho del caso sometido a juicio”. (Cfr. STLSL “Monsalvo Eduardo Nicasio c/ Mario Maturano  s/ Daños y Perjuicios - Recurso De Casación, 29-11-2005).

Concluyo que, los argumentos vertidos en el escrito de fundamentación, no logran conmover, especialmente, la resolución del Tribunal de Alzada, y no demuestran  que no se ha aplicado la ley correspondiente o que se ha interpretado, erróneamente, una norma legal.
Por tal motivo, corresponde destacar que, con la casación se solicita el reexamen de la sentencia, para aplicar en su caso la corrección jurídica, juzgando la legalidad de la misma y asegurando la recta y uniforme aplicación de la ley. (Cfr. S.T.J.S.L., “Camilli Héctor Adolfo - Bustos Luis C. y Anello De Bustos A.E.  c/ Páez Francisco y Correa De Páez  Rosalía – Medida Preliminar - Prueba Anticipada s/ Recurso de Casación”, 27-10-2007), debiendo surgir ello de los fundamentos esgrimidos por el recurrente, lo que no acontece en autos.

En definitiva y como consecuencia de lo expuesto, se considera que la Excma. Cámara no ha omitido aplicar el derecho correspondiente al caso, ni tampoco que se haya interpretado o aplicado, erróneamente, la normativa vigente, surgiendo así que no se dan los presupuestos señalados en el art. 287 C.P.C. y C, por lo que corresponde desestimar el recurso articulado. 

Por ello, de conformidad con lo dictaminado por el Sr. Procurador General, corresponde el rechazo del recurso deducido, por lo que VOTO a estas cuestiones por la NEGATIVA.
Los Señores Ministros Dres. HORACIO G. ZAVALA RODRIGUEZ y OMAR ESTEBAN URÍA comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. OSCAR EDUARDO GATICA y votan en igual sentido a estas SEGUNDA y TERCERA CUESTIÓN.-
A LA CUARTA CUESTIÓN, el Dr. OSCAR EDUARDO GATICA Dijo: Que, en consecuencia corresponde rechazar el recurso de casación articulado, confirmando el Auto Interlocutorio Nº 92 de fecha 25/04/13, dictado por la Excma. Cámara de Apelaciones en lo Civil Comercial y Minas Nº 2 de la Segunda Circunscripción Judicial. 
///…
Los Señores Ministros Dres. HORACIO G. ZAVALA RODRIGUEZ y OMAR ESTEBAN URÍA comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. OSCAR EDUARDO GATICA y votan en igual sentido a esta CUARTA CUESTIÓN.-
A LA QUINTA CUESTIÓN, el Dr. OSCAR EDUARDO GATICA Dijo: Costas al recurrente vencido.
Los Señores Ministros Dres. HORACIO G. ZAVALA RODRIGUEZ y OMAR ESTEBAN URÍA comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. OSCAR EDUARDO GATICA y votan en igual sentido a esta QUINTA CUESTIÓN.-
Con lo que se da por finalizado el acto, disponiendo los Sres. Ministros la Sentencia que va a continuación:
San Luis, noviembre veintiuno de dos mil catorce.-
Y VISTOS: En mérito al resultado obtenido en la votación del Acuerdo que antecede, SE RESUELVE: I) Rechazar el recurso de casación articulado, confirmando el Auto Interlocutorio Nº 92 de fecha 25/04/13 dictado por la Excma. Cámara de Apelaciones en lo Civil Comercial y Minas Nº 2 de la Segunda Circunscripción Judicial.-
II) Costas al recurrente vencido.
REGISTRESE  y NOTIFIQUESE.-
No firma la Dra. LILIA ANA NOVILLO por encontrarse excusada.-  
La presente Resolución se encuentra firmada digitalmente por los Dres. OSCAR EDUARDO GATICA, OMAR ESTEBAN URIA y HORACIO G. ZAVALA RODRIGUEZ, en el sistema de Gestión Informático del Poder Judicial de la Provincia de San Luis, no siendo necesaria la firma ológrafa, conforme Reglamento Expediente Electrónico.- 
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